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MAGISTRADO PONENTE 
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                                                               Aprobado por Acta No.  070

                                                               Hora: 11 am  

Corresponde desatar el recurso de apelación interpuesto por el procesado FELIX EDUARDO RAMOS contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día dieciocho (18) de enero de 2005, providencia a través de la cual le negó el beneficio de la libertad condicional. 

1.- PROVIDENCIA 

Luego de una petición elevada por el procesado en el sentido de lograr la libertad condicional, en aplicación del principio de favorabilidad por la entrada en vigencia de la ley 906 de 2004, el señor Juez de primera instancia consideró que con el advenimiento de la citada normatividad en nada cambió la situación de las personas condenadas por el delito de extorsión. Sigue estando vigente la ley 733 de 2002, la cual en su artículo 11 estableció expresamente la exclusión de subrogados y beneficios.   

2.- RECURSO 

Considera el señor FELIX EDUARDO RAMOS que a pesar de lo decidido, sí tiene derecho a la excarcelación condicional, por lo siguiente:

· Si bien para los delitos de extorsión no existe beneficios, en su caso se debe tener presente que sólo existió una tentativa de extorsión. 

· No existen antecedentes penales. 

· Por favorabilidad el asunto debe ser trasladado de la justicia penal especializada a la ordinaria, pues la extorsión fue por una cifra monetaria inferior a quinientos salarios mínimos (artículo 35 de la ley 906 de 2004).

· Actualmente sólo le faltan tres (3) meses para cumplir la pena. 

· El tiempo que lleva en prisión lo ha alejado de la familia. Requiere reconstruir su vida. 

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

3.1. Debido a la marcada criminalidad reinante en nuestro país en los últimos años, a raíz, especialmente, del incremento inusual del poder delictivo de los grupos alzados en armas, el Congreso de la República se vio en la necesidad de aumentar las penas y excluir los beneficios para ciertos delitos de considerable gravedad, entre los que encontramos el secuestro, el concierto para delinquir y la extorsión.

Surgió entonces la ley 733 como respuesta a ese requerimiento de prevención general, normatividad que introdujo modificaciones de tipo sustancial que, como ya se advirtió, entre otros aspectos, excluyó para estos delitos las rebajas de pena por sentencia anticipada y por confesión, la concesión de subrogados o mecanismos sustitutivos de sanciones, y la libertad condicional. 

Ahora bien, atendiendo a la referida naturaleza sustancial de la norma, es evidente que con la entrada en vigencia de una legislación de corte procesal como la ley 906 de 2004 (nuevo Código de Procedimiento Penal) en nada se afectó su contenido. 

No le asiste razón al procesado por tanto, cuando busca que por favorabilidad se le conceda la libertad condicional, habida cuenta que la ley 906 de 2004 lo único que modificó del esquema punitivo fueron las normas de procedimiento. En ese sentido, como acertadamente lo concluyó el a quo, la ley 733 de 2002 está vigente y su acatamiento es imperioso. 

3.2. Sólo si el procesado hubiera cometido su conducta delictiva con posterioridad al primero (1) de enero de 2005 (artículo 533 ley 906) el asunto habría sido conocido por un Juez Penal del Circuito y no por un Juez Penal Especializado (artículo 35 ley 906); sin embargo, de todas maneras sería obligatorio el acatamiento de la exclusión contenida en el artículo 11 de la ley 733 de 2002.

3.3. Por otro lado, el no haberse consumado el delito de extorsión, de ninguna manera puede servir como pretexto para obviar la prohibición legal antes aludida. Veamos:  

El sólo hecho de haberse abierto el camino delictual a través de actos dirigidos indiscutiblemente a obtener un provecho ilícito creando zozobra en la víctima, hace que las consecuencias punitivas para el delito de extorsión sean aplicables plenamente para el presente asunto. 

Si por razón de una voluntad o de una fuerza ajena no se pudo materializar el objetivo de los delincuentes, de todas maneras la intención dañina y la potencialidad criminosa estuvieron presentes; es precisamente eso lo que inspira la dureza de la normatividad sustancial para este tipo de conducta. La tentativa conllevó en su momento a la disminución punitiva; no obstante, las demás consecuencias penales deben seguir manejándose al amparo del tipo penal que se intentó consumar. 

En este orden de ideas, es evidente que el señor FELIX EDUARDO RAMOS, así no tenga antecedentes penales y así no haya consumado el delito cometido, debe purgar en su totalidad la pena que le fue impuesta. Se confirmará por tanto la decisión impugnada. 

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que ha sido objeto de revisión. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                        
VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LOPEZ

Secretaria de la Sala
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